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Introducción 
Si bien Ecuador es un país que no ha concluido su proceso de transición demográfica presenta una población que comienza a tener cantidades significativas de personas adultas mayores, y las proyecciones van en dirección de crecimiento. Las cifras más alarmantes revelan, que en el 2010, del total de población ecuatoriana que supera los sesenta años de edad (10 % del total de población ecuatoriana), el 20% son afectados por una o más discapacidades, y alrededor del 70% no están afiliados o no reciben protección de la seguridad social (Mera, Eva, 2014, pp. 1-15). Estas cifras alarmantes estructuran situaciones sistemáticas de vulneraciones de derechos humanos. Este contexto se torna más complejo cuando dichas personas y sus familias se encuentran afrontando  situaciones de pobreza extrema,  exclusión y discriminación. 

Aunque los esfuerzos desarrollados por el Estado central, a nivel normativo e institucional, en cuanto a la garantía de derechos de esta población son notorios, y los logros obtenidos a nivel de política pública son significativos, aún prevalece un modelo de atención asistencialista que no contempla la responsabilidad directa del Estado en el cuidado de este grupo poblacional. De ahí que, resulta urgente desarrollar e implementar un modelo de atención basado en derechos humanos, que reconozca y luche contra las condiciones estructurales de la sociedad que provocan violaciones de derechos humanos por múltiple vulnerabilidad y que garantice derechos, principalmente el derecho a la salud y cuidado diario, seguridad social, jubilación universal, vivienda digna, educación, deporte, trabajo, y una vida libre de violencia, a nivel familiar y social. 

La Defensoría del Pueblo de Ecuador (DPE), en el marco de sus competencias, remite el presente documento en respuesta a la solicitud de información enviada por la Relatora Especial de Naciones Unidas para las Personas con Discapacidad. Este informe será presentado durante la 74º Sesión de la Asamblea General de ONU en octubre del presente año y busca monitorear el ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores con discapacidad. 


En caso de necesitar más información, por favor, tome contacto con la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública al correo dniipp@dpe.gob.ec o al teléfono (593) 02 330 1112, ext. 2511, 2519, 2518. A continuación se desarrollan las preguntas remitidas por la Relatora, se precisa que su alcance y contenido han sido replanteados desde la realidad ecuatoriana y competencias institucionales de la DPE. 
1. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas vigente en su país para garantizar la realización de los derechos de las personas mayores con discapacidad, incluidas las personas con discapacidad que están envejeciendo y las personas mayores que adquieren una discapacidad.
A continuación, se desarrolla un análisis de los derechos de las personas adultas mayores y personas con discapacidad establecidos en la Constitución ecuatoriana del Ecuador (2008), y en los instrumentos internacionales de derechos humanos más relevantes en esta temática. Posteriormente, se reflexiona sobre las leyes secundarias que reconocen y garantizan los derechos humanos de este grupo poblacional, se puntualiza sobre el estado del Proyecto de Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores y el argumento de comparecencia de la DPE frente al cuidado de las personas con discapacidad ante la Asamblea Nacional. Seguidamente, se revisa el articulado referente al  Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social, y el Sistema de Protección de Derechos. Finalmente se analizan las políticas públicas vigentes, que promueven el acceso a los derechos humanos de las personas adultas mayores con discapacidad y sus familias. 
Cabe destacar que ni la Constitución, ni la normativa secundaria ecuatorianas hacen una mención específica sobre las personas adultas mayores con discapacidad. Por tanto,  el análisis trata de vincular las disposiciones constitucionales y normativas de ambos grupos de atención prioritaria, considerando que la Constitución ecuatoriana, en su artículo 35, referente a los grupos de atención prioritaria, establece la especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad.
· Derechos establecidos a nivel Constitucional, y en el marco de los instrumentos internacionales más relevantes para garantizar los derechos de las personas adultas mayores con discapacidad.

La Constitución de la República del Ecuador (2008) es en esencia una Constitución garantista de derechos; y, por lo tanto, su marco general está orientado a establecer los mecanismos adecuados para garantizar el pleno ejercicio de los derechos humanos para  las personas sin ninguna discriminación, tal como lo dispone el artículo 11 numeral 2.

Además, la propia Carta Magna ecuatoriana reconoce dentro de su texto normativo un amplio catálogo de derechos, clasificados en los derechos de participación, derechos del buen vivir y derechos de libertad, sin que esto signifique garantías específicas por cada tipo de clasificación; es decir, las garantías que establece la Constitución son aplicables a todos los derechos reconocidos por la Constitución, e incluso por los reconocidos por instrumentos internacionales con base en el principio pro homine.
El artículo 35 determina que existen personas o grupos que deben tener una atención prioritaria, especial y especializada, dentro de las cuales se encuentran precisamente las personas adultas mayores y las personas con discapacidad. Se debe rescatar que el artículo 35, dispone que: “[…] El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad”.
De esta manera, podemos señalar que las personas adultas mayores;  además,  de los derechos reconocidos para todas las personas que habitan en el Ecuador, y las y los ecuatorianos en el exterior, se les debe reconocer, garantizar y proteger los derechos especiales que les corresponden como persona adulta mayor y como persona con discapacidad, a saber:

Como persona adulta mayor le corresponden:

Art. 36.- Las personas adultas mayores recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, en especial en los campos de inclusión social y económica, y protección contra la violencia. Se considerarán personas adultas mayores aquellas personas que hayan cumplido los sesenta y cinco años de edad.

Art. 37.- El Estado garantizará a las personas adultas mayores los siguientes derechos:

La atención gratuita y especializada de salud, así como el acceso gratuito a medicinas.

El trabajo remunerado, en función de sus capacidades, para lo cual tomará en cuenta sus limitaciones.

La jubilación universal.

Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos.

Exenciones en el régimen tributario.

Exoneración del pago por costos notariales y registrales, de acuerdo con la ley.

El acceso a una vivienda que asegure una vida digna, con respeto a su opinión y consentimiento.

En función de los derechos señalados, las obligaciones del Estado para su cumplimiento se determinan en el artículo 38 de la siguiente manera:

Art. 38.- El Estado establecerá políticas públicas y programas de atención a las personas adultas mayores, que tendrán en cuenta las diferencias específicas entre áreas urbanas y rurales, las inequidades de género, la etnia, la cultura y las diferencias propias de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades; asimismo, fomentará el mayor grado posible de autonomía personal y participación en la definición y ejecución de estas políticas.

En particular, el Estado tomará medidas de:

1. Atención en centros especializados que garanticen su nutrición, salud, educación y cuidado diario, en un marco de protección integral de derechos. Se crearán centros de acogida para albergar a quienes no puedan ser atendidos por sus familiares o quienes carezcan de un lugar donde residir de forma permanente.

2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. El Estado ejecutará políticas destinadas a fomentar la participación y el trabajo de las personas adultas mayores en entidades públicas y privadas para que contribuyan con su experiencia, y desarrollará programas de capacitación laboral, en función de su vocación y sus aspiraciones.

3. Desarrollo de programas y políticas destinadas a fomentar su autonomía personal, disminuir su dependencia y conseguir su plena integración social.

4. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de cualquier otra índole, o negligencia que provoque tales situaciones.

5. Desarrollo de programas destinados a fomentar la realización de actividades recreativas y espirituales.

6. Atención preferente en casos de desastres, conflictos armados y todo tipo de emergencias.

7. Creación de regímenes especiales para el cumplimiento de medidas privativas de libertad. En caso de condena a pena privativa de libertad, siempre que no se apliquen otras medidas alternativas, cumplirán su sentencia en centros adecuados para el efecto, y en caso de prisión preventiva se someterán a arresto domiciliario.

8. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas o degenerativas.

9. Adecuada asistencia económica y psicológica que garantice su estabilidad física y mental.

La ley sancionará el abandono de las personas adultas mayores por parte de sus familiares o las instituciones establecidas para su protección.

Por otro lado, con relación a las personas con discapacidad, la Constitución parte del principio de la prevención, y la obligación correlativa entre familia, sociedad y Estado; así, como la equiparación de oportunidades y la integración social, de esta manera en el artículo 47 se reconocen los siguientes derechos específicos:

Art. 47.- El Estado garantizará políticas de prevención de las discapacidades y, de manera conjunta con la sociedad y la familia, procurará la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad y su integración social.

Se reconoce a las personas con discapacidad, los derechos a:

1. La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud para sus necesidades específicas, que incluirá la provisión de medicamentos de forma gratuita, en particular para aquellas personas que requieran tratamiento de por vida.

2. La rehabilitación integral y la asistencia permanente, que incluirán las correspondientes ayudas técnicas.

3. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos.

4. Exenciones en el régimen tributario.

5. El trabajo en condiciones de igualdad de oportunidades, que fomente sus capacidades y potencialidades, a través de políticas que permitan su incorporación en entidades públicas y privadas.

6. Una vivienda adecuada, con facilidades de acceso y condiciones necesarias para atender su discapacidad y para procurar el mayor grado de autonomía en su vida cotidiana. Las personas con discapacidad que no puedan ser atendidas por sus familiares durante el día, o que no tengan donde residir de forma permanente, dispondrán de centros de acogida para su albergue.

7. Una educación que desarrolle sus potencialidades y habilidades para su integración y participación en igualdad de condiciones. Se garantizará su educación dentro de la educación regular. Los planteles regulares incorporarán trato diferenciado y los de atención especial la educación especializada. Los establecimientos educativos cumplirán normas de accesibilidad para personas con discapacidad e implementarán un sistema de becas que responda a las condiciones económicas de este grupo.

8. La educación especializada para las personas con discapacidad intelectual y el fomento de sus capacidades mediante la creación de centros educativos y programas de enseñanza específicos.

9. La atención psicológica gratuita para las personas con discapacidad y sus familias, en particular en caso de discapacidad intelectual.

10. El acceso de manera adecuada a todos los bienes y servicios. Se eliminarán las barreras arquitectónicas.

11. El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación, entre ellos el lenguaje de señas para personas sordas, el oralismo y el sistema braille.

De esta manera, además de la obligación general del Estado antes señalada, el artículo 48 determina la obligación del Estado de establecer medidas a favor de este grupo. Así:
Art. 48.- El Estado adoptará a favor de las personas con discapacidad medidas que aseguren:

1. La inclusión social, mediante planes y programas estatales y privados coordinados, que fomenten su participación política, social, cultural, educativa y económica.

2. La obtención de créditos y rebajas o exoneraciones tributarias que les permita iniciar y mantener actividades productivas, y la obtención de becas de estudio en todos los niveles de educación.

3. El desarrollo de programas y políticas dirigidas a fomentar su esparcimiento y descanso.

4.  La participación política, que asegurará su representación, de acuerdo con la ley.

5. El establecimiento de programas especializados para la atención integral de las personas con discapacidad severa y profunda, con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad, el fomento de su autonomía y la disminución de la dependencia.

6. El incentivo y apoyo para proyectos productivos a favor de los familiares de las personas con discapacidad severa.

7. La garantía del pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. La ley sancionará el abandono de estas personas, y los actos que incurran en cualquier forma de abuso, trato inhumano o degradante y discriminación por razón de la discapacidad.

Además, en el caso de las personas con discapacidad, también se ha visto necesario que la protección y garantía sea extensiva a quienes realizan el cuidado de las mismas, esto determinado en el artículo 49 de la Constitución.

Art. 49.- Las personas y las familias que cuiden a personas con discapacidad que requieran atención permanente serán cubiertas por la Seguridad Social y recibirán capacitación periódica para mejorar la calidad de la atención.

En cuanto al marco internacional de derechos humanos, el Estado ecuatoriano recientemente ratificó la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Adultas Mayores, de la Organización de Estados Americanos, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 659 de 28 de enero del 2019, la Presidencia de la República  ratifica en todas sus partes la mencionada Convención. 
La Convención reconoce que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos también se aplican a las personas adultas mayores. El objetivo de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos de las personas adultas mayores.

Los derechos más importantes, que se recogen en la Convención son los siguientes: 

a) Derecho a la vida, dignidad en la vejez, a la independencia y autonomía, derecho a los servicios de cuidado a largo plazo.

b) Derecho a la igualdad y la no discriminación, consentimiento libre e informado en el ámbito de la salud, derecho a la seguridad y la vida sin violencia

c) Derecho a la accesibilidad y movilidad de las personas y el relacionado con las situaciones de riesgo y emergencias humanitarias.

Adicionalmente, la Convención establece un mecanismo de seguimiento y medios de protección, que debe estar compuesto por una Conferencia de Estados Partes y un Comité de Expertos.

Análisis de leyes disponibles a nivel nacional que reconocen los derechos de las personas adultas mayores con discapacidad.
El 27 de marzo de 2019 la Asamblea Nacional procedió a aprobar el texto de la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores (LOPAM), la misma que está pendiente de su publicación en el Registro Oficial que concretaría su plena vigencia. 

A pesar de ello, se plantea  un análisis de la Ley del Anciano, la misma que se encontró vigente desde el año 2006 hasta la presente fecha (hasta la publicación de la LOPAM), apuntando que el salto que se dan entre las dos leyes es que la antigua norma tenía como objetivo establecer beneficios a favor de las personas mayores de 65 años, pero no establece un ejercicio profundo de la garantía de derechos, lo que la LOPAM si pretende hacer, estableciendo, en concordancia con la Constitución, mecanismos adecuados para el ejercicio de los derechos específicos de las personas adultas mayores;  y,  así mismo, determina mecanismos de protección de los mismos por parte del Estado.

La Ley del Anciano entró en vigencia el 13 de octubre de 2006, mediante su publicación en el Registro Oficial No. 376 y su última reforma fue el 29 de abril de 2016. Esta norma tiene como objetivo fundamental, conforme los artículos 1 y 2 respectivamente,  garantizar el derecho a un nivel de vida que asegure la salud corporal y psicológica, la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica, la atención geriátrica y gerontológica integral y los servicios sociales necesarios para una existencia útil y decorosa de las personas mayores de 65 años. 
Además, el artículo 11 de esta ley, establece la norma para las reclamaciones alimenticias formuladas por las personas adultas mayores, en el cual su inciso 2 especifica que:

Los hijos deben respeto y obediencia a sus progenitores, y deben asistirlos, de acuerdo a su edad y capacidad económica, especialmente en caso de enfermedad, durante la tercera edad y cuando adolezcan de una discapacidad que no les permita valerse por sí mismos.

Esta disposición es la única referencia a las personas adultas mayores con discapacidad que hace esta ley.

Por otro lado, el Ecuador cuenta con la Ley Orgánica de Discapacidades, que entró en vigencia el 25 de septiembre de 2012, mediante la publicación en el Suplemento del Registro Oficial No. 796, y su última reforma se realizó el 23 de octubre de 2018. Al respecto, en su artículo 1 determina el objeto de esta Ley, que es asegurar la prevención, detección oportuna, habilitación y rehabilitación de la discapacidad y garantizar la plena vigencia, difusión y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. Cabe resaltar que dentro de los enfoques que recoge el mismo artículo 1 se encuentra el enfoque generacional y el de género.

El artículo 3 establece los fines de la Ley, que son los siguientes:

1. Establecer el sistema nacional descentralizado y/o desconcentrado de protección integral de discapacidades;

2. Promover e impulsar un subsistema de promoción, prevención, detección oportuna, habilitación, rehabilitación integral y atención permanente de las personas con discapacidad a través de servicios de calidad;

3. Procurar el cumplimiento de mecanismos de exigibilidad, protección y restitución, que puedan permitir eliminar, entre otras, las barreras físicas, actitudinales, sociales y comunicacionales, a que se enfrentan las personas con discapacidad;

4. Eliminar toda forma de abandono, discriminación, odio, explotación, violencia y abuso de autoridad por razones de discapacidad y sancionar a quien incurriere en estas acciones;

5. Promover la corresponsabilidad y participación de la familia, la sociedad y las instituciones públicas, semipúblicas y privadas para lograr la inclusión social de las personas con discapacidad y el pleno ejercicio de sus derechos; y,

6. Garantizar y promover la participación e inclusión plenas y efectivas de las personas con discapacidad en los ámbitos públicos y privados.

A lo largo de la ley Orgánica de Discapacidades  no se hace mención específica a las personas adultas mayores, entendiéndose incluidas. Es preciso reiterar que frente a esta doble condición de vulnerabilidad, el Estado debe responder conforme el mandato constitucional de atención especial y especializada que dispone el artículo 35 de la Carta Magna.
Estado actual de la Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores (Objeción) 
La Asamblea Nacional del Ecuador, el 19 de junio de 2018, aprobó en segundo debate el “Proyecto de Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores”, el mismo que fue enviado mediante Oficio No. AN-VBS-2018-057-0, de 23 de julio de 2018, al señor Presidente de la República del Ecuador, en cumplimiento de los artículos 137 de la Constitución de la República y el 63 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa.
Mediante Oficio No. T.342-SGJ-18-0667, de 22 de agosto de 2018, el señor presidente remite a la economista Elizabeth Cabezas, Presidenta de la Asamblea Nacional, la Objeción Parcial y por Inconstitucionalidad del “Proyecto de Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores”, de conformidad con los artículos 137, 138 y 139 de la Constitución y el 64 y 65 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa.

La Corte Constitucional, mediante el consentimiento del Pleno, aprobó el Dictamen 001-19-DOP-CC, de 14 marzo de 2019, sobre la objeción presidencial de esta materia, instrumento que fue remitido a la Asamblea Nacional para conocimiento de la Comisión Especializada Permanente de Derechos Colectivos, Comunitarios y la Interculturalidad. 

El miércoles 20 de marzo de 2019, la Comisión emitió el “Informe no vinculante en relación a las objeciones parciales por inconstitucionalidad y objeciones parciales”, acogiendo el dictamen de la Corte Constitucional, y recomendando las observaciones parciales. La Presidenta de la Asamblea Nacional convocó a sesión del Pleno para el 26 de marzo de 2019 en el cual se aprobó el informe, ratificándose únicamente en el artículo 66 y allanándose en el resto a la sanción presidencial.  

Argumento de comparecencia de la DPE en la Asamblea Nacional respecto a la reforma a la Ley Orgánica de Discapacidades 
La DPE presentó su argumento de comparecencia, el 18 de febrero de 2019, ante la Comisión de Derecho a la Salud, en referencia a la reforma a la Ley Orgánica de Discapacidades, especialmente en lo relacionado a la determinación de beneficios para las personas sustitutas de las personas con discapacidad, y señaló su preocupación por la necesidad de que el concepto de sustituto sea entendido como la persona que está a cargo del cuidado de la persona con discapacidad.
De esta manera, la DPE resalto que se debe tomar en cuenta que el cuidado de las personas con discapacidad está a cargo de la familia, especialmente  mujeres que no reciben remuneración alguna y son responsables exclusivas del cuidado integral de la persona con discapacidad, más aún en el caso de personas adultas mayores con condición discapacitante, o con discapacidad, que por sus características no tienen los medios económicos para asegurar una atención profesional y especializadas. Así, el artículo 48 de la Ley Orgánica de Discapacidades establece que dentro de las personas sustitutas que podría pasar a formar parte del porcentaje de cumplimiento de inclusión laboral, se encuentran las y los parientes hasta cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, cónyuge, pareja en unión de hecho, representante legal o las personas que tengan bajo su responsabilidad y/o cuidado a una persona con discapacidad severa. 
Es decir, que se tome en cuenta no solo la relación de parentesco que pueda haber entre la persona con discapacidad y quien sea nombrado sustituto, especialmente para la obtención de beneficios laborales legalmente establecidos, sino se considere a las personas que realmente se encuentran como responsables del cuidado. En este sentido, se resalta la Resolución aprobada por el Consejo de Derechos Humanos el 5 de julio de 2018 38/1, que promueve la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres y las niñas, especialmente al reconocer, reducir y redistribuir la parte desproporcionada de las labores de atención a personas dependientes y el trabajo doméstico no remunerados que soportan las mujeres y las niñas, incluido el cuidado de los niños y los familiares con discapacidad o mayores.
El Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social y el Sistema de Protección de Derechos 
La Constitución de la República del Ecuador (2008) conforma el marco legal desde un Estado constitucional de derechos y justicia, que se vincula al concepto de la garantía de derechos. Es así que el artículo 3 de la Constitución dispone que es deber primordial del Estado “garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales [...]”, para todas las personas, en especial para las personas adultas mayores y con discapacidad como uno de los grupos de atención prioritaria.
Formar parte de los grupos de atención prioritaria implica adicionalmente una responsabilidad adicional del Estado que consiste en el cuidado a estas personas, además de la garantía del pleno ejercicio de sus derechos, cuya aplicación es obligatoria tanto en ámbito público como privado.

Los artículos 36, 37 y 39 de la Constitución reconocen y garantizan los derechos de las personas adultas mayores. Mientras que los artículos 47, 48 y 49 de la Constitución, reconocen los derechos para las personas con discapacidad, garantizando políticas de prevención y procura de la equiparación de oportunidades y su integración social.
A fin de cumplir con los mandatos constitucionales, la Carta Magna ha dispuesto la creación de un conjunto de organismos, entidades y mecanismos que se encarguen de diseñar, emitir, implementar y evaluar política pública que permita el cumplimiento de las obligaciones estatales de respeto y garantía de los derechos humanos.

Es así que el artículo 340 de la Constitución instaura el Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social, como el conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, políticas y normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos del régimen de desarrollo. 

En concordancia, el artículo 341 dispone al Estado generar las condiciones para protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación, y deberá priorizar su acción hacia aquellos grupos que requieran consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión, discriminación o violencia, o en virtud de su consideración etaria, salud o discapacidad. La protección integral funcionará a través de sistemas especializados, de acuerdo con la ley. Los sistemas especializados se guiarán por los principios específicos y del sistema nacional de inclusión y equidad social. 

De acuerdo con los artículos 343 a 394 de la Constitución, este sistema se encuentra conformado por los ámbitos de educación, salud, seguridad social, gestión de riesgos, cultura física y deporte, hábitat y vivienda, cultura, comunicación e información, disfrute del tiempo libre, ciencia y tecnología, población, seguridad humana y transporte. Siete de esos ámbitos son a su vez sistemas de: educación, salud, seguridad social; cultura; comunicación social; ciencia, tecnología y saberes de riesgos.

El artículo 156 de la Constitución señala que: 

Los consejos nacionales para la igualdad son órganos responsables de asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos. Los consejos ejercerán atribuciones en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas relacionadas con las temáticas de género, generacionales, interculturales y de discapacidades y movilidad humana de acuerdo con la ley. Para el cumplimiento de sus fines se coordinarán con las entidades rectoras y ejecutoras y con los organismos especializados en la protección de derechos en todos los niveles de gobierno.

En esta misma línea, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD) (2010), en el literal a) inciso 5, establece: 

La igualdad de trato implica que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades, en el marco del respeto a los principios de interculturalidad, plurinacional, equidad de género, generacional, los usos y sus costumbres.

El literal h), del Artículo 4 del COOTAD, tiene entre sus fines: “La generación de condiciones que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución de la República a través de la creación y funcionamiento del sistema de protección integral de sus habitantes […]”.
El literal j) del artículo 54 de la norma orgánica, establece  como una de las funciones de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, el:

implementar los sistemas de protección integral del cantón que aseguren el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales, lo cual incluirá la conformación de los consejos cantonales, juntas cantonales y redes de protección e derechos de los grupos de atención prioritaria. Para la atención de las zonas rurales coordinará con los Gobiernos Autónomos Parroquiales y Provinciales. 

Finalmente, el COOTAD, en el inciso 3 del artículo 128 establece que: 

Todas las competencias se gestionarán como un sistema integral que articula los distintos modelos de gobierno y por lo tanto, será responsabilidad del Estado en su conjunto.

El ejercicio de sus competencias observará una gestión solidaria y subsidiaria entre los diferentes niveles de gobierno, con participación ciudadana y una adecuada coordinación interinstitucional.

Los modelos de gestión de los diferentes sectores se organizarán, funcionarán y someterán a los principios y normas definidos en el sistema nacional de competencias.

Este es el marco normativo bajo el cual debería establecerse el Sistema de Protección de Derechos, en el caso particular de este documento, de las personas adultas mayores y con discapacidad.
En ese sentido, con relación a las personas adultas mayores, contamos con la Ley del Anciano
, cuyo objetivo fundamental, es garantizar el derecho a un nivel de vida que asegure la salud corporal y psicológica, la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica, la atención geriátrica y gerontológica integral y los servicios sociales. Adicionalmente establece que le corresponde al Ministerio de Bienestar Social, actual Ministerio de Inclusión Económica y Social, la protección a la persona adulta mayor. 
Es importante señalar que, en el proyecto de Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores, se recoge en el título IV sobre el Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. 

Con respecto a las personas con discapacidad,  se ha señalado que se encuentra  vigente la Ley Orgánica de Discapacidades, la cual tiene por objeto asegurar la prevención, detección oportuna, habilitación y rehabilitación de la discapacidad y garantizar la plena vigencia, difusión y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, establecidos en la Constitución de la República, los tratados e instrumentos internacionales; así como, aquellos que se deriven de leyes conexas, con enfoque de género, generacional e intercultural.

Finalmente, es necesario señalar que  la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad (2014) establece como Disposición Transitoria Novena: 
Del sistema de promoción y protección de derechos. En el plazo de ciento ochenta días contados a partir de la publicación de la presente Ley en el Registro Oficial, la Defensoría del Pueblo presentará a la Asamblea Nacional una propuesta de ley que establezca y estructure el sistema de promoción y protección de derechos. 

Al respecto, la DPE, con fecha 20 de abril de 2015, remitió a la Presidenta de la Asamblea Nacional, la propuesta de proyecto de Ley del Sistema de Promoción y Protección de Derechos con su respectiva justificación técnico-normativa y exposición de motivos. Dicho proyecto tiene por objeto regular la promoción y protección de los derechos amenazados o vulnerados de las personas y grupos que requieren atención prioritaria o protección especial, y tiene como fin principal organizar, regular y articular el Sistema de Promoción y Protección de Derechos. Además, busca ejecutar medidas de protección especial y protección emergente dispuestas en el marco de la Ley. 
De manera general el proyecto de Ley está compuesto por  cuatro capítulos: i) objetivos y organismos que conforman el Sistema; ii) competencias, naturaleza jurídica e integración de los organismos del sistema; iii) medidas de protección de derechos y de procedimiento administrativo; y iv) autorización y permiso de operación de las instituciones públicas y privadas de protección y de los servicios y programas de atención. El 6 de mayo de 2015, el CAL (Consejo de Administración Legislativa) remitió dicho Proyecto de Ley a la Comisión Especializada Permanente de Justicia y Estructura del Estado, para su análisis y trámite respectivo. 
Políticas públicas con enfoque de discapacidad y personas adultas mayores 
De acuerdo al artículo 280 de la Constitución ecuatoriana, el Plan Nacional de Desarrollo es el instrumento al que se sujetarán las políticas, programas y proyectos públicos; la programación y ejecución del presupuesto del Estado; y la inversión y la asignación de los recursos públicos; y coordinar las competencias exclusivas entre el Estado central y los gobiernos autónomos descentralizados, su observancia será de carácter obligatorio para el sector público e indicativo para los demás sectores. 


El Plan Nacional de Desarrollo, denominado "Plan Nacional para el Buen Vivir 2017-2021, Planificamos para toda una vida" fue aprobado el 13 de julio de 2017, mediante Resolución No. CNP-002-2017. En su artículo 8, la Resolución dispone a los Consejos Nacionales para la Igualdad, que en el plazo de 180 días, actualicen las Agendas Nacionales para la Igualdad, como instrumentos que incorporarán los enfoques de género, étnico-culturales, generacionales, de discapacidad y movilidad encaminadas a conseguir la reducción de brechas socioeconómicas y la garantía de derechos, los mismos que serán recogidos en las agendas de coordinación intersectorial, bajo la coordinación de la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo.

El Plan Nacional de Desarrollo-Toda una Vida 2017-2021 contempla 3 ejes, 9 objetivos, 81 políticas y un conjunto de metas e intervenciones emblemáticas encaminadas a garantizar una vida digna con iguales oportunidades para todas las personas, con énfasis en los grupos de atención prioritaria. En lo que respecta al Eje 1 Derechos para todos durante toda la vida, el cual posiciona al ser humano como sujeto de derechos a lo largo de todo el ciclo de la vida, se destacan 3 intervenciones emblemáticas dirigidas a personas adultas mayores y personas con discapacidad y sus familias, principalmente en lo concerniente a garantizar el derecho a la salud de las personas adultas mayores, y personas con discapacidad, y generar condiciones adecuadas para las personas que se encargan del cuidado de las personas con discapacidad severa o enfermedades catastróficas. A continuación, en la Tabla No. 1 nos referimos a las tres intervenciones. 
Tabla 1. Intervenciones emblemáticas dirigidas a personas adultas mayores y personas con discapacidad
	Nombre del programa/misión 
	Objetivo
	Instituciones responsables

	Mis mejores años 


	Garantizar el bienestar de los adultos mayores en condiciones de vulnerabilidad,  a través de  la inclusión, participación social, protección social, atención y cuidado, mediante la prestación oportuna de servicios como la atención médica, servicios gerontológicos, pensión asistencial, actividades educativas y recreativas y la jubilación universal.
	Ministerio de Inclusión Económica y Social, Ministerio de Salud Pública y Ministerio del Deporte.

	Misión Las Manuelas


	Busca un cuidado especial a las personas con discapacidad, que se conseguirá mediante la actualización de información, provisión de ayuda técnica, pensiones asistenciales y vivienda; así como servicios de salud, inclusión laboral, educativa y comunitaria.
	Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida, Ministerio de Salud Pública, Consejo Sectorial Social, 

Consejo Nacional de Igualdad de Discapacidades y  Ministerio de Inclusión Económica y Social.

	Programa Las Joaquinas


	Generar condiciones necesarias para aquellos que tienen la gran responsabilidad de cuidar a las personas con discapacidades severas o enfermedades catastróficas, mediante la entrega de capital semilla para emprendimientos productivos, la afiliación a la seguridad social de las madres cuidadoras y el incremento del bono Joaquín Gallegos Lara, para que puedan no solo atenderlos, sino también sustentar su hogar y tener una vida digna.
	Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida, 

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Ministerio de Inclusión

Económica y Social y el Instituto de Economía Popular y Solidaria.


Nota: Adaptado de SENPLADES, (p. 68), 2017, Quito.
El mencionado Plan Nacional de Desarrollo es el instrumento principal que guiará las políticas y programas propuestos por los Consejos Nacionales para la Igualdad. En ese sentido, el artículo 56 de la Constitución establece que los Consejos Nacionales para la Igualdad son los órganos responsables de asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos consagrados en la mencionada Carta Magna y en los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
El artículo 9 de la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad determina las siguientes funciones de los Consejos: 
1. Participar en el proceso de formulación y evaluación del Plan Nacional del Buen Vivir, en coordinación con las instituciones de planificación del órgano Ejecutivo para transversalizar los enfoques de igualdad y no discriminación.

2. Conformar y convocar en el ámbito de sus competencias, Consejos Consultivos para el cumplimento de sus fines.

3. Poner en conocimiento de las instituciones competentes casos de amenaza o violación de derechos y dar seguimiento de las denuncias y de ser necesario, solicitar a través del Defensor del Pueblo el planteamiento de medidas cautelares ante las juezas y jueces de garantías constitucionales.

4. Crear e institucionalizar un sistema de gestión de información de igualdad y no discriminación.

5. Construir de forma participativa con los consejos consultivos y ciudadanía, las Agendas para la Igualdad en el ámbito de su competencia, a fin de que se integren al Sistema Nacional de Planificación.

6. Conocer y aprobar las Agendas para la Igualdad y los demás informes que provengan de la Secretaría Técnica.

7. Desarrollar mecanismos de coordinación con las entidades rectoras y ejecutoras de la política pública y los organismos especializados por la garantía y protección de derechos en todos los niveles de gobierno.

8. Elaborar los informes de Estado, en coordinación con las demás instancias responsables ante los organismos que realizan seguimiento de la aplicación de las recomendaciones de los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos en el ámbito de sus competencias.

9. Los Consejos Nacionales para la Igualdad establecerán y harán el seguimiento y la evaluación de las políticas de acción afirmativa. Para ello desarrollarán indicadores y otros instrumentos de seguimiento que permitan evaluar el avance obtenido en el logro de sus objetivos de igualdad.

10. Las demás que establezcan esta Ley y su Reglamento.

En cuanto a su naturaleza, el artículo 4 de la citada Ley señala que los Consejos son organismos de derecho público, con personería jurídica, que forman parte de la Función Ejecutiva y cuentan con competencia a nivel nacional y autonomía administrativa, técnica, operativa y financiera. En relación con la estructura, el artículo 7 de la Ley determina que estos organismos estarán conformados paritariamente por consejeras y consejeros, representantes de las funciones del Estado y de la sociedad civil. 

Los Consejos Nacionales para la Igualdad se han establecido en función de los grupos históricamente discriminados que el Estado ha considerado requieren acciones dirigidas a eliminar su situación de desigualdad material. Estos grupos no coinciden idénticamente con los grupos de atención prioritaria, establecidos en el artículo 35 de la Constitución, pero guardan relación con los mismos, y abarcan así un universo más amplio. En este marco, de conformidad al artículo 156 de la Constitución y al artículo 6 de la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad, son: de género, intergeneracional, de pueblos y nacionalidades, de discapacidades, y de movilidad humana.

El artículo 13 de la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad hace referencia a las Agendas para la Igualdad como instrumentos que contienen las propuestas de políticas públicas (bajo un enfoque de participación ciudadana) por cada Consejo Nacional para la Igualdad, las mismas que deben ser revisadas y acordadas en los Consejos Sectoriales de la Política para su articulación con la política sectorial y su posterior implementación por parte de los ministerios del Estado y otros organismos competentes. 

En este contexto, en lo que respecta a las Agendas publicadas por los mencionados Consejos del periodo 2017-2021, se han desarrollado propuestas de políticas públicas desde el Consejo para la Igualdad Intergeneracional, CONADIS (Consejo Nacional de Igualdad de Discapacidades); y Consejo para la Igualdad de Género, las cuales se encuentran articuladas a lo dispuesto en instrumentos nacionales como la Constitución ecuatoriana, leyes secundarias y el Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 e instrumentos internacionales como la Agenda 2030, los Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ODS) y la normativa internacional de derechos humanos relevante en cada temática. Al respecto, precisaremos sobre cada Agenda y las políticas más relevantes en materia de personas adultas mayores con discapacidad.  
El Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional desarrolló la Agenda para la Igualdad Intergeneracional 2017-2021 (ANII) es un instrumento fundamental para la protección y garantía de los derechos de niñas, niños, adolescentes, jóvenes y personas adultas mayores en el Ecuador. La ANII plantea la necesidad de fortalecer la especialidad y especificidad de las propuestas de políticas públicas y líneas de acción para cada uno de los grupos generacionales. Para ello, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional, a través de la identificación de las brechas existentes  trabajó en la formulación de políticas públicas prioritarias. En este contexto, la propuesta de esta política pública es mejorar las condiciones de vida de todas las ecuatorianas y ecuatorianos, con prioridad en niñez, juventud y adultez mayor; y en la erradicación de toda forma de violencia y discriminación (ANII, 2017, pp. 1-12).
La ANII en su diagnóstico y caracterización de las personas adultas mayores en Ecuador reconoce como principales problemáticas: la falta de acceso oportuno a servicios de salud especializados y de calidad; dificultades respecto a la provisión de medicinas adecuadas; falta de acceso a una atención prioritaria; el abandono y la situación de inseguridad en la que viven; por tanto, señala la necesidad de políticas a favor de la protección integral que atienda y provea de cuidados, en especial, a personas adultas mayores con discapacidad y enfermedades catastróficas.  
De este modo, la ANII considera criterios para priorizar las propuestas de política pública tomando en cuenta las principales problemáticas que afectan el ejercicio de derechos de estos grupos poblacionales. Desde esta perspectiva, la Agenda plantea cuatro criterios de priorización (los dos primeros constituyen un primer avance de preselección de brechas) que son: i) especificidad, el Consejo se concentrará en formular, observar y evaluar políticas públicas relacionadas con los derechos específicos de su población. ii) pertinencia; es decir, la relación directa entre el diagnóstico de la situación de los derechos y la implementación de la política pública. iii) articulación con la demanda ciudadana, plantea la necesidad que las propuestas de política pública respondan a las demandas de la ciudadanía. Y, iv) múltiple vulnerabilidad, parámetro que debe analizarse, a través, del enfoque de género, interseccionalidad y las condiciones de la población  (ANII, 2017, pp. 54-55).
En este sentido, la ANII prioriza políticas, líneas de acción y estrategias de observancia para cada grupo etario. A continuación destacamos las políticas referentes a las personas adultas mayores en Ecuador, y sus principales líneas de acción, que son: 

1. Fortalecer los servicios de cuidados para las personas adultas mayores con modalidades de atención que promuevan la autonomía con enfoque de género y enfoque interseccional. 
2. Mejorar el acceso a los servicios de atención de salud para las personas adultas mayores garantizando atención prioritaria y especializada.

3. Reducir la malnutrición y promover las prácticas de vida saludable en las personas adultas mayores.

4. Promover el acceso a la educación y eliminar el analfabetismo en las personas adultas mayores.

5. Erradicar la mendicidad y atender la situación de calle de personas adultas mayores en coordinación con los GAD. 

6. Facilitar el acceso de las personas adultas mayores a viviendas seguras, accesibles y con servicios dignos. 

7. Prevenir la violencia contra las personas adultas mayores. 

8. Promover espacios públicos adecuados, incluyentes y de calidad para las personas adultas mayores (ANII, 2017, pp. 176-181).
CONADIS desarrolló la Agenda Nacional para la Igualdad de Discapacidades (ANID) 2017-2021 busca identificar, y reducir las brechas de desigualdad e inequidad que afectan la calidad de vida y el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad y sus familias. Dicho instrumento de política pública ha sido formulado bajo los principios de igualdad, respeto a la diversidad, plena participación, accesibilidad y no discriminación. Este último principio hace referencia a que ninguna persona podrá ser discriminada por su edad, etnia, género, situación socioeconómica, ubicación geográfica, orientación política, religiosa y sexual (CONADIS, 2017, pp. 43-44).
La ANID ha transversalizado el enfoque de no discriminación, lo que permite advertir que las políticas, estrategias y acciones en su generalidad buscan también garantizar el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad y sus familias, esto incluye a las personas adultas mayores con discapacidad. La ANID es de cumplimiento obligatorio para todos los niveles de Gobierno y la sociedad. Cuenta con 12 ejes de intervención de política pública, los cuales establecen estrategias (que incluyen seguimiento y evaluación), acciones, indicadores y metas (CONADIS, 2017, p. 6). Los 12 ejes son: 
1) Prevención de Discapacidades y Salud: Busca prevenir los principales factores de riesgo generadores de discapacidades en la sociedad; detectar tempranamente posibles discapacidades; así, como mejorar el acceso, cobertura y calidad de la atención en los servicios de salud para las personas con discapacidad.
2) Educación y formación a lo largo de la vida: Impulsa y hace efectivo el derecho a la educación y formación sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades. 
3) Protección Integral y seguridad social: Agencia las transferencias económicas para personas con discapacidad; así como busca fortalecer el acceso y calidad de los servicios y programas de protección social para las personas con discapacidad, mediante una atención integral, oportuna, especializada y enfocada en la población de menores recursos económicos, con énfasis en la atención territorial. Particularmente, este Eje se plantea como estrategia: Generar un modelo de aseguramiento para Personas con Discapacidad y cuidadores de Personas con Discapacidad, y recomiendan “Levantar información de Personas con Discapacidad acogidas a la jubilación especial por vejez.” 
4) Accesibilidad, movilidad y vivienda: Reconoce la eliminación de las barreras en el entorno construido, en el medio físico y en el transporte, con la finalidad de que las personas con discapacidad puedan vivir y desarrollarse con la mayor autonomía posible. Adicionalmente, busca fortalecer el acceso de las personas con discapacidad a la vivienda digna y accesible, así como fomentar entornos comunitarios inclusivos, solidarios y amigables.
5) Acceso a la justicia y vida libre de violencia: Asegura el goce pleno de los derechos inherentes e irrenunciables de las personas con discapacidad y en el caso de que estos sean vulnerados, promueve el efectivo acceso a la justicia para llegar a una reparación integral y una vida libre de violencia.
6)  Trabajo y Empleo: Busca garantizar el derecho de las personas con discapacidad a trabajar en igualdad de condiciones que los demás, en entornos laborales inclusivos y accesibles; así como fomentar el autoempleo como estrategia válida de sostenimiento para su vida personal y familiar.
7) Acceso a la información, Desarrollo tecnológico e innovación: Reconoce el derecho al acceso a las tecnologías de la información y comunicación para las personas con discapacidad y sus familias, mediante la eliminación de barreras e implementación de ajustes razonables cuando sean estos requeridos.
8) Fomento de la Participación: Promueve el ejercicio de los derechos sociales, civiles y políticos, así como de las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, reconociendo a la discapacidad como parte de la diversidad y como una condición humana.
9) Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias: Prioriza la seguridad y protección de las personas con discapacidad y sus familias ante situaciones de riesgo, emergencias humanitarias y desastres naturales.
10) Turismo Accesible, Arte, Cultura y Deporte: Promueve el acceso y disfrute del turismo, de la cultura, del arte, del deporte y la recreación en las personas con discapacidad, en sus familias y en la comunidad.
11)  Sensibilización y Toma de Conciencia: Busca impulsar y difundir en toda la sociedad el reconocimiento y respeto de los derechos de las personas con discapacidad y su debida valoración como ciudadanos /as con deberes y obligaciones personales, familiares y comunitarias.
12)  Comunicación Incluyente: Fomenta el manejo adecuado del lenguaje, un trato respetuoso y considerado, que destaca a la persona con discapacidad como persona y como ciudadano/a en igualdad de condiciones que el resto de personas que conforman la sociedad (ANID, 2017, pp. 46-50).
El Consejo Nacional para la Igualdad de Género elaboró la propuesta de política pública Agenda Nacional para las Mujeres y Personas LGBTI 2018-2021. Dicho instrumento establece políticas y herramientas que permitan incrementar la capacidad del Estado para transversalizar la perspectiva de género y modificar las relaciones de género que provocan desigualdades, discriminación y situaciones de violencia que afectan a las mujeres y personas LGBTI (Agenda Nacional para las Mujeres y Personas LGBTI 2018, p. 49).
La Agenda Nacional para las Mujeres y Personas LGBTI 2018-2021 contempla tres ejes, que incluyen temáticas específicas a ser abordadas a partir de un diagnóstico y el establecimiento de políticas, acciones y actores involucrados en su cumplimiento  (Agenda Nacional para las Mujeres y Personas LGBTI, 2018, 49). Los tres ejes desarrollados en la Agenda sintetizan la propuesta de política pública en torno a la promoción, y protección de derechos económicos, sociales, culturales y de participación de mujeres diversas y personas LGBTI, que son: 
· Eje 1.- Autonomía y Cultura de paz, el cual aborda y analiza en profundidad el derecho a una vida libre de violencia, la salud, derechos sexuales y reproductivos, deporte y recreación. 

· Eje 2.- Sostenibilidad de la Vida: que analiza aspectos relevantes en cuanto a la Reproducción y sostenibilidad de la vida, producción, empleo; economía del cuidado y trabajo no remunerado, y ambiente. 

· Eje 3.- Liderazgo y transformación de patrones socioculturales: que aborda el derecho a la participación y toma de decisiones, cultura, comunicación y arte.
Los tres ejes expuestos determinan políticas y acciones específicas para mujeres y personas LGBTI transversalizando la condición étnica, discapacidad y movilidad humana. Además, esta Agenda también plantea políticas y acciones específicas en el tema de salud y seguridad social para mujeres diversas y personas LGBTI, con énfasis en personas adultas mayores. Tal es el caso del Eje 1, que plantea ampliar la cobertura de las prestaciones médicas relacionada con la seguridad social para personas LGBTI con énfasis en las personas adultas mayores. Y la necesidad de establecer campañas de alfabetización para el área rural con énfasis en las mujeres indígenas, afroecuatorianas y adultas mayores. 
En el caso de mujeres diversas con discapacidad y personas adultas mayores, en el Eje 2, se plantean acciones relacionadas a la cobertura de los servicios de cuidado para personas adultas mayores, personas con discapacidad y personas con enfermedades catastróficas priorizando al área rural. Además, en cuanto a las familias de las mujeres adultas mayores con discapacidad  se plantea la iniciativa de crear mecanismos que permitan el ejercicio del derecho al trabajo para las personas que tienen responsabilidades de cuidado a terceros como teletrabajo y  reducción de jornadas laborales. 

Finalmente, en cuanto a la necesidad de dinamizar la productividad de este grupo poblacional se plantea establecer programas de comercialización que faciliten el ingreso al mercado nacional e internacional de los productos elaborados por mujeres y por organizaciones de mujeres urbanas, rurales y con discapacidades (Ver Tabla No. 2).
Tabla 2. Políticas y Acciones dirigidas a mujeres y personas LGBTI adultas mayores y discapacidad
	EJE
	POLÍTICA
	ACCIONES

	1 


	Promover la universalización de la salud de las mujeres y personas LGBTI, así como el pleno ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos, respetando la corporalidad, identidad y orientación sexogenérica.
	Acciones para las Personas LGBTI: Ampliar la cobertura de las prestaciones médicas relacionada con la seguridad social para personas LGBTI con énfasis en las personas adultas mayores

	1
	Fortalecer y consolidar la transformación integral del sistema educativo y de producción de conocimientos para superar patrones de género discriminatorios y crear condiciones, contenidos y prácticas de igualdad plena, convivencia armónica y recíproca entre todas las personas.
	Acciones para las mujeres: Establecer campañas de alfabetización para el área rural con énfasis en las mujeres indígenas, afroecuatorianas y adultas mayores.



	2
	Disminuir la carga de trabajo doméstico y de cuidados no remunerados que realizan las mujeres, promoviendo la corresponsabilidad entre el Estado, el mercado, las familias y la comunidad. 
	Acciones para personas LGBTI: Ampliar la cobertura de seguridad social y sus prestaciones de servicios para la población LGBTI con énfasis en personas adultas mayores de este grupo poblacional. 

Acciones para las Mujeres: Ampliar la cobertura de los servicios de cuidado para personas adultas mayores, personas con discapacidad y personas con enfermedades catastróficas priorizando al área rural. Crear mecanismos que permitan el ejercicio del derecho al trabajo para las personas que tienen responsabilidades de cuidado a terceros como el teletrabajo, reducción de jornadas laborales.

	2
	Facilitar la utilización de tecnologías productivas y domésticas ahorradoras de trabajo, para dinamizar los procesos y mejorar los estándares de productividad, sobre todo de las mujeres emprendedoras y personas LGBTI.
	Acciones para las Mujeres: Establecer programas de comercialización que faciliten el ingreso al mercado nacional e internacional de los productos elaborados por mujeres y por organizaciones de mujeres urbanas, rurales y con discapacidades.


Nota: Adaptado de Agenda Nacional para las Mujeres y Personas LGBTI, 2018.
En definitiva, hemos visto que existe una planificación de la política pública dirigida  a personas con discapacidad y personas adultas mayores y sus familias, en correspondencia a los derechos reconocidos a nivel constitucional, y que deben ser garantizados por el Estado, a través, de programas y proyectos. Las políticas públicas desarrolladas son integrales en tanto reflejan por cada Agenda las diversas problemáticas que enfrentan este grupo poblacional, desde la adultez mayor, discapacidad y género. Sin embargo, aún queda pendiente fortalecer la integración de dichos enfoques y políticas públicas entre sí, principalmente, al momento de focalizar esfuerzos e implementar programas, proyectos y acciones concretas en territorio para personas y familias que enfrentan condiciones de doble o múltiple vulnerabilidad, como es el caso de personas adultas mayores con discapacidad. 
2. Sírvanse describir cómo se garantiza el acceso a la justicia a las personas mayores con discapacidad. Sírvase proporcionar información sobre jurisprudencia. 
En este segundo apartado, desarrollamos una revisión y análisis de los tres mecanismos de garantía de derechos y acceso a la justicia de las personas adultas mayores con discapacidad, y sus familias, que son: justicia ordinaria, justicia constitucional y medidas administrativas. Se destaca el rol de la DPE en estos tres mecanismos a través  de la vigilancia del debido proceso, la interposición de acciones constitucionales y defensoriales para tutelar derechos, y el establecimiento de medidas de protección de cumplimiento obligatorio en el sector público y privado, respectivamente. 
Justicia ordinaria

La Constitución de la República (2008) establece en su artículo 11 los principios para el ejercicio de los derechos, en su numeral 3, establece que:

Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.

Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley.

Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento.
De acuerdo con lo expresado y en relación al ejercicio de los derechos y sus garantía para el ejercicio, podemos señalar que la justicia es un instrumento indispensable, el cual no podrá alegar ningún vacío legal para su debida protección, por ninguna autoridad. Así, determina en el tercer inciso citado que los derechos son plenamente justiciables; es decir, cualquier impedimento para su pleno ejercicio puede ser demandado y debidamente atendido por quienes desempeñan labores judiciales.

Justicia constitucional
Así mismo el segundo inciso del artículo 11 numeral 3, que hace referencia a las garantías constitucionales pone como norma general que para su ejercicio no se exigirá condiciones o requisitos no establecidos en la Constitución o en la ley.

En este sentido, el artículo 75 de la Constitución determina el acceso a la justicia de la siguiente manera:

Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley.

Aquí se establecen los principios básicos del acceso a la justicia de manera gratuita y la exigencia de que la tutela sea efectiva y expedita. Estos principios que deben intervenir en el proceso de justicia son la inmediación y la celeridad, y la norma constitucional determina que nadie se quedará en indefensión.

El artículo 169 de la Constitución determina que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.

Por otra parte, la misma Constitución en el Título III establece las Garantías Constitucionales, y en el artículo 86 se determinan las disposiciones generales, de la siguiente manera:

Art. 86.- Las garantías jurisdiccionales se regirán, en general, por las siguientes disposiciones:

1. Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá proponer las acciones previstas en la Constitución.

2. Será competente la jueza o juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o donde se producen sus efectos, y serán aplicables las siguientes normas de procedimiento:


a) El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus fases e instancias.

b) Serán hábiles todos los días y horas.

c) Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin necesidad de citar la norma infringida. No será indispensable el patrocinio de un abogado para proponer la acción.

d) Las notificaciones se efectuarán por los medios más eficaces que estén al alcance del juzgador, del legitimado activo y del órgano responsable del acto u omisión.

e) No serán aplicables las normas procesales que tiendan a retardar su ágil despacho.

3. Presentada la acción, la jueza o juez convocará inmediatamente a una audiencia pública, y en cualquier momento del proceso podrá ordenar la práctica de pruebas y designar comisiones para recabarlas. Se presumirán ciertos los fundamentos alegados por la persona accionante cuando la entidad pública requerida no demuestre lo contrario o no suministre información. La jueza o juez resolverá la causa mediante sentencia, y en caso de constatarse la vulneración de derechos, deberá declararla, ordenar la reparación integral, material e inmaterial, y especificar e individualizar las obligaciones, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial, y las circunstancias en que deban cumplirse.

Las sentencias de primera instancia podrán ser apeladas ante la corte provincial. Los procesos judiciales sólo finalizarán con la ejecución integral de la sentencia o resolución.

4. Si la sentencia o resolución no se cumple por parte de servidoras o servidores públicos, la jueza o juez ordenará su destitución del cargo o empleo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal a que haya lugar. Cuando sea un particular quien incumpla la sentencia o resolución, se hará efectiva la responsabilidad determinada en la ley.

5. Todas las sentencias ejecutoriadas serán remitidas a la Corte Constitucional, para el desarrollo de su jurisprudencia.
A continuación, el artículo 87  establece la posibilidad de dictaminar medidas cautelares en conjunto con las acciones jurisdiccionales: “Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones constitucionales de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de violación de un derecho”.

Las acciones jurisdiccionales establecidas en la Constitución son: Acción de Protección (art. 88); Habeas Corpus (art. 89); Acción de Acceso a la Información Pública (art. 91); Hábeas Data (art. 92); Acción por incumplimiento (art. 93); y, Acción extraordinaria de protección (art. 94).
Medidas administrativas

Por otro lado,  las personas adultas mayores y con discapacidad pertenecen a uno de los grupos de atención prioritaria, es así que merecen una atención especial por parte del Estado, en este sentido, la Constitución ha establecido las siguientes disposiciones:

En el numeral 1 del artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 


En todo proceso en el que determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes.

Entre las atribuciones que tiene la DPE, el numeral 2 del artículo 215 de la Constitución, establece la siguiente: “Emitir medidas de cumplimiento obligatorio e inmediato en materia de protección de los derechos, y solicitar juzgamiento y sanción ante autoridad competente por sus  incumplimientos”.
Por otro lado, la Ley Orgánica de Discapacidades, en el artículo 100 señala: 

De la Defensoría del Pueblo.- A más de las acciones particulares o de oficio contempladas en el ordenamiento jurídico, la Defensoría del Pueblo, dentro del ámbito de su competencia, vigilará y controlará el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, con deficiencia o condición discapacitante. Podrá dictar medidas de protección de cumplimiento obligatorio en el sector público y privado y sancionar su inobservancia; así como, solicitar a las autoridades competentes que juzguen y sancionen las infracciones que prevé la Ley, sin perjuicio de la reparación que corresponda como consecuencia de la responsabilidad civil, administrativa y penal a que pueda haber lugar. Para la ejecución de las sanciones pecuniarias, se podrá hacer uso de la jurisdicción coactiva.
La Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2018), en los artículos 47 y 51 respectivamente, establece lo siguiente:

Medidas de protección inmediata. Las medidas de protección serán de carácter inmediato y provisional; tendrán por objeto evitar o cesar la amenaza o vulneración de la vida e integridad, en relación con los actos de violencia contra las mujeres, niñas, adolescentes, jóvenes, adultas y adultas mayores, determinados en este cuerpo legal. 

Medidas Administrativas inmediatas de protección. Las medidas administrativas inmediatas de protección se dispondrán de manera inmediata, cuando exista vulneración a la integridad de la mujer víctima de violencia. Serán otorgadas por los Tenientes Políticos, a nivel parroquial; y, a nivel cantonal, las Juntas Cantonales de Protección de Derechos.

La Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo (1997), en el artículo innumerado, agregado por la Disposición Reformatoria, establece:
El Defensor del Pueblo tiene la atribución de ordenar medidas de protección para evitar o cesar la vulneración de derechos Constitucionales de personas y grupos de atención prioritaria y sancionar su incumplimiento con multas de entre uno (1) a quince (15) salarios básicos unificados del trabajador privado en general y/o clausura de hasta treinta (30) días del local en los casos que esta última sanción no represente suspensión insustituible de servicios básicos para otras personas o grupos de interés prioritario.

La aplicación de estas sanciones se aplicaran tanto en el sector público como en el privado y no requerirán más que la resolución motivada del Defensor en donde se haga mención expresa del incumplimiento de las medidas de protección dictadas. Para su ejecución se podrá requerir del auxilio de la fuerza pública y de acción coactiva.

Así mismo, esta Institución Nacional de Derechos Humanos ha expedido la Resolución 046-DPE-CGAJ-2017
 que contiene las “Reglas para el Trámite de Admisión, Conocimiento y Resolución de Peticiones de Medidas de Protección o de Cumplimiento Obligatorio”, lo cual significa que estas medidas buscan la protección inmediata de los derechos de las personas, evitando procesos judiciales que por el trámite correspondiente no podrían emitir su pronunciamiento ágil. 
Sin embargo, se debe tomar en cuenta que el proyecto de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo fue aprobado por el Pleno de la Asamblea Nacional, en Sesión 582, de 11 de abril de 2019. Este proyecto, que se encuentra en espera de su publicación en el Registro Oficial, deroga la Ley vigente (1997), y  modifica en su Disposición Reformatoria Cuarta el artículo 100 de la Ley Orgánica de Discapacidades por el siguiente: 

De la Defensoría del Pueblo.- A más de las acciones particulares o de oficio contempladas en el ordenamiento jurídico, la Defensoría del Pueblo, dentro del ámbito de su competencia, vigilará y controlará el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, con deficiencia o condición discapacitante. Podrá dictar medidas de protección de cumplimiento obligatorio y solicitar a las autoridades competentes que juzguen y sancionen las infracciones que prevé la Ley. 

La Defensoría del Pueblo como la institución nacional de derechos humanos cuando determina la existencia o amenaza de vulneración de derechos constitucionales de las personas con discapacidad, con deficiencia o condición discapacitante, activará las garantías jurisdiccionales respectivas.”

Esto, representa la eliminación de la sanción por incumplimiento de las medidas antes señaladas, toda vez que la Defensoría del Pueblo no tiene poder ni facultad sancionatoria; lo mismo que ha sido ratificado por la Corte Constitucional mediante Dictamen No.002-19-DOP-CC.
3. Sírvanse proporcionar información sobre casos de discriminación y violencia contra las personas mayores con discapacidad. 

Desde el año 2017 hasta el año 2018, la Defensoría del Pueblo de Ecuador ha patrocinado 25 casos a favor de personas adultas mayores con discapacidad
. Los datos que a continuación se mencionan son el resultado de la tabulación de los procesos y resoluciones de medidas de protección dictadas a favor de personas con discapacidad en ejercicio de las competencias otorgadas a la Defensoría del Pueblo por la Ley Orgánica de Discapacidades desde el año 2012. Cabe destacar que de estas 25 resoluciones, 24 fueron medidas de protección, al respecto se especifica lo siguiente: 

· 16 se dictaron en el año 2017 y 8 en el año 2018

· 8 casos corresponden a mujeres y 16 a hombres

· Se registra atención principalmente en seis provincias; esto es: Guayas, Pichincha, Azuay, Imbabura, Galápagos y Los Ríos. La provincia con mayor atención es Pichincha que registra 18 casos.
· Las medidas de protección dictadas son aquellas previstas en el artículo innumerado 2, agregadas en el artículo 24 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo por la Ley Orgánica de Discapacidades. Estas medidas son dictadas solamente, si durante el procedimiento se determina que existe o hay amenaza de vulneración de derechos. En consecuencia, frente a esa constatación, la medida de protección trae como resultado la protección o tutela de un derecho determinado. De acuerdo con los casos presentados y atendidos en la DPE, las medidas de atención dictadas, conforme el artículo 24 innumerado 2 de la mencionada Ley, son las siguientes: 
1. Las acciones de carácter educativo, terapéutico, sicológico o material de apoyo al núcleo familiar, para preservar, fortalecer o restablecer sus vínculos en beneficio del interés de la persona afectada. 

2. La orden de cuidado de la persona afectada. […]
4. La orden de inserción de la persona comprometida en la amenaza o violación del derecho, en alguno de los programas de protección que contemple el Sistema y que, a juicio de la autoridad competente, sea el más adecuado según el tipo de acto violatorio; […]
7.  La reinserción laboral inmediata y hasta por tres meses, mientras se tramitan las acciones administrativas o judiciales ante las autoridades competentes, en casos de separación injustificada del puesto de trabajo a una persona perteneciente a un grupo de atención prioritaria; y, […]
De las medidas de protección señaladas, el mayor número corresponde al orden de cuidado (2) que permite advertir que la mayoría de casos de vulneración de derechos a personas adultas mayores con discapacidad están relacionados con el abandono como una forma de violencia
, por parte de la familia principalmente. De modo que estas medidas buscan que las personas tengan un lugar donde vivir, ejercer su derecho a la vivienda, en un centro de atención debidamente autorizados de ser el caso, y asegurar que la familia cumpla con la función del cuidado. Posteriormente, le sigue la medida 4, que está relacionada con casos de vulneración del derecho a la salud. La medida de protección permite que las personas ingresen o permanezcan en el servicio de salud para garantizar sus derechos; además, se ha dispuesto realizar procesos de capacitación, y la procura de ayudas técnicas.

Adicionalmente, debe señalarse que las personas adultas mayores con discapacidad enfrentan además, casos de amenaza o vulneración de derechos relacionados a la privación de la propiedad, privación del derecho al trabajo, falta de atención médica, problemas en salud sexual y reproductiva no atendidos, barreras arquitectónicas, barreras en el lenguaje y discriminación.

4. Sírvanse proporcionar información y datos estadísticos (incluidas encuestas, censos, datos administrativos, publicaciones, informes y estudios) relacionados con la realización de los derechos de las personas mayores con discapacidad en general.

En esta pregunta se analiza la información disponible en cuanto a datos estadísticos más relevantes relacionados a la situación de personas adultas mayores con discapacidad desarrollados por instituciones del Estado central, se precisa sobre las variables que dan cuenta de esta realidad y se recomienda a las instituciones competentes sobre las modificaciones o mejoras que se deben realizar en los  próximos censos, estudios y/o encuestas específicas. Finalmente, se mencionan los trabajos e informes desarrollados por la DPE, a través, de la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública referente a personas adultas mayores y discapacidad. 
En cuanto a información y datos estadísticos de personas adultas mayores con discapacidad se encuentran como fuentes de información primaria el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC) y en lo concerniente a registros administrativos tenemos al CONADIS y Ministerio de Salud Pública. 

El INEC es el ente rector en la estadística nacional del país y su principal función es asegurar la generación de información relevante para la planificación del desarrollo nacional y su correspondiente monitoreo y evaluación de las políticas, estrategias y metas. En este contexto, el INEC ejecuta censos poblaciones e investigaciones específicas como: el Censo de Población y Vivienda,  la Encuesta Nacional de Empleo y Subempleo (ENEMDU), como los trabajos más relevantes, también han desarrollado el Estudio “Ecuador: la discapacidad en cifras” (realizado en coordinación con CONADIS en 2005) y la Encuesta sobre Salud, Bienestar y Envejecimiento (2010). 
En este contexto, nos referiremos al último censo poblacional y de vivienda que presentó el INEC, en noviembre de 2010, el objetivo de este censo es determinar el volumen y características de las unidades de vivienda en que habita la población ecuatoriana, y evaluar las condiciones de vida y los requerimientos específicos de vivienda y servicios inherentes. Se realiza con una periodicidad de diez años y con una cobertura nacional; en el cuestionario censal fueron incluidas dos preguntas relacionadas a personas adultas mayores y discapacidad, cuyo objetivo era medir la prevalencia de diferentes tipos de discapacidades que afectaban a la población ecuatoriana a esa fecha (Mera, 2014, p. 1).
La boleta censal del año 2010 contiene 4 secciones que son: sección 1 datos de la vivienda; sección 2 datos del hogar; sección 3 remesas y emigración y sección 4 datos de población. La sección 4b referente a las características generales de las personas incluye preguntas relacionadas a la discapacidad para conocer si la persona encuestada tenía a la fecha de empadronamiento alguna discapacidad permanente por más de un año, en el caso que la respuesta era afirmativa se indagaba el tipo de discapacidad. La boleta censal determina los siguientes tipos de discapacidad: intelectual, (retardo mental); físico motora (parálisis y amputaciones); visual (ceguera); y mental (enfermedades psiquiátricas, locura).  Posteriormente, se indaga sobre si la persona con discapacidad acude a un establecimiento especial para personas con discapacidad. Y finalmente, en la sección d, referente a características económicas del mencionado formulario se pregunta si no ha trabajado a causa de, entre otras, su discapacidad. Estas preguntas cruzadas por la edad constituirán el eje principal para cuantificar y caracterizar al número y a la población adulta mayor con discapacidad, el tipo de discapacidad, a más de las variables sociodemográficas que se investigan en un censo como: sexo, nivel de instrucción, estado civil, etnia, nacionalidad, área de residencia urbana o rural, provincia de residencia, aporta o no a la seguridad social, entre otras variables. 
Por otro lado, la ENEMDU por su diseño metodológico representa uno de los instrumentos estadísticos más importantes para estudiar la situación del empleo en el Ecuador, de este modo indaga sobre la caracterización del mercado de trabajo, la actividad económica de los ecuatorianos y ecuatorianas  y las fuentes de ingresos de la población. Además, tiene como objetivo específico medir el acceso de la población a programas sociales públicos tales como, Bono Joaquín Gallegos Lara
, el cual está dirigido a personas con discapacidad severa y profunda y consiste en la entrega mensual de USD 240 al familiar responsable del cuidado de la persona con discapacidad. (CONADIS, 2013, p. 41). La ENEMDU es una encuesta de aplicación continua y de cobertura nacional
, que se levanta trimestralmente (en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre). 
El formulario de la ENEMDU (aplicado a diciembre 2018) tiene 4 secciones que son: sección 1.- información y registro de los miembros del hogar; sección 2.- características ocupacionales, para personas de cinco años y más; búsqueda de trabajo; ocupados y desocupados; satisfacción en el trabajo; sección 3.- ingresos; sección 4.- aspectos generales de los desempleados; sección 5.- acceso y uso de servicios; sección 6.- datos de la vivienda y el hogar; y sección 7.- índice de confianza al consumidor. Las secciones 1 y 3 indagan respecto a la discapacidad y la edad y el acceso al Bono de Discapacidad Joaquín Gallegos Lara respectivamente; así tenemos que en la sección 1 se pregunta ¿cuál es la razón principal para que no asista actualmente a la escuela, colegio, universidad? Y una de las opciones es por enfermedad o discapacidad. En esta sección, también se investiga sobre variables como sexo, parentesco, etnia, instrucción, lugar de nacimiento, migración, seguro y estado civil de los miembros del hogar. Posteriormente, en la sección 3 se realizan dos preguntas respecto al bono de discapacidad que son: si recibe el bono por el cuidado brindado a una persona con discapacidad en el hogar, y en el caso de que sea afirmativa, se consulta cuánto recibió (monto) por el Bono de Discapacidad Joaquín Gallegos Lara. 
En cuanto a registros administrativos, el CONADIS dispone de una base de datos de personas con algún tipo de discapacidad, el mismo se denomina Registro Nacional de Discapacidades y quienes se inscriben reciben un carnet que les permite tener la condición legal de persona con algún tipo de discapacidad, este carnet  es entregado por el Ministerio de Salud Pública. La información estadística que se encuentra en la página web de CONADIS contiene amplia información que se organiza en:  personas con discapacidad registradas; estudiantes con discapacidad en educación básica, media y bachillerato; personas con discapacidad laboralmente activas; bonos y pensiones por discapacidad; montos de IVA devueltos a personas con discapacidad; vivienda social para personas con discapacidad; evolución de personas con discapacidad registradas (la información data desde 1997); artistas y gestores culturales con discapacidad registrados y cursos de capacitación y sensibilización en discapacidades. De manera general, las secciones señaladas poseen información desglosada por provincia, cantón, tipo de discapacidad (auditiva, física, intelectual, psicosocial, visual) grado de discapacidad, género (femenino, LGBTI, masculino) y edad. También especifican información sobre tipo de educación, estado de afiliación, sector afiliador, personas con discapacidad en edad de trabajar, personas con discapacidad laboralmente activas, y beneficiarios de vivienda social por tipo de beneficio.

Ahora bien, una vez que se ha revisado la información estadística disponible más relevante en cuanto a la “situación de las personas adultas mayores con discapacidad”, es importante recomendar mejoras y actualizaciones respecto a los instrumentos de levantamiento de información, conforme la normativa de derechos humanos a nivel internacional y nacional como son: 

· Si bien, el INEC a través de su boleta censal y la ENEMDU levanta información muy completa sobre las personas con discapacidad y sus familias a nivel de condiciones de vida, vivienda y empleo respectivamente, es fundamental que se incorpore la variable género en estos dos instrumentos, y de esta forma contar con información actualizada sobre las condiciones de vida de población LGBTI adulta mayor con discapacidad, y sus familias. Además, debe complementarse esta información incorporando la variable grado de discapacidad y ajustar los tipos de discapacidad (en la boleta censal) conforme lo determina CONADIS. 
· En cuanto a la información estadística que administra CONADIS es fundamental que se incorpore la variable autoidentificación cultural toda vez que en las zonas donde habitan pueblos y nacionalidades indígenas existe mayor prevalencia de discapacidad en el Ecuador como es el caso de la región Amazónica (3 %), superando incluso el promedio nacional hasta el 2018. Adicionalmente, se recomienda a CONADIS incorporar variables que levanten información respecto a enfermedades catastróficas o de alta complejidad, el acceso a la atención de salud oportuna y preferente; y sobre los servicios de cuidado que reciben, y se levante información del género de las personas a cargo del cuidado, esto en cumplimiento a los derechos establecidos en la Constitución ecuatoriana, artículos 48, 49 y 50 respectivamente. 
Finalmente, señalamos los principales trabajos e informes desarrollados por la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública de la DPE sobre personas adultas mayores con discapacidad: 

· Informe sobre Derecho de las personas adultas mayores a la autonomía, independencia cuidados a largo plazo y cuidados paliativos, 2018. 
· Informe sobre Información estadística de casos referentes a personas adultas mayores llevados por la DPE, 2018. 
· Cuestionario sobre el derecho de las personas con discapacidad al disfrute del más alto nivel posible de salud, 2018. 
· Informe sobre El derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad, 2017. 
· Informe general sobre personas con discapacidad en Ecuador, 2017. 
· El derecho de las personas con discapacidad a la participación en la adopción de decisiones, 2015. 
Desde la DPE, queda pendiente el desarrollo de estudios e investigaciones que articulen condiciones de doble y múltiple vulnerabilidad como es el caso de personas adultas mayores con discapacidad, que permita recomendar acciones concretas al Estado ecuatoriano e incidir en la generación,  implementación  y evaluación de políticas públicas con enfoque de derechos humanos. 
5. Sírvanse proporcionar información sobre la existencia de servicios de cuidado a largo plazo y describir en qué medida promueven la autonomía y la independencia de las personas mayores con discapacidad.
En este último apartado, revisamos la normativa ecuatoriana existente en torno al cuidado de personas con discapacidad y las políticas a favor de este grupo poblacional y sus familias. Desde la norma y la práctica, los servicios de cuidado de las personas con discapacidad (o con enfermedades catastróficas y poco frecuentes) se encuentran a cargo fundamentalmente de las familias, en su mayoría a cargo de mujeres. 

Es preciso señalar que si bien en el Ecuador existen programas creados desde el Estado que buscan gestionar la atención integral de las personas adultas mayores y personas con discapacidad, la tarea del cuidado ha sido asumida indirectamente, a través de la entrega de bonos y en la necesidad de generar condiciones favorables para las personas responsables del cuidado, como la afiliación a la seguridad social de las madres cuidadoras. Esto, a pesar de que en el artículo 38 de la Constitución ecuatoriana se establece que el Estado deberá tomar medidas a favor del cuidado diario de las personas adultas mayores, concretamente la creación de centros de acogida para albergar a quienes no puedan ser atendidos por sus familiares o quienes carezcan de un lugar donde residir de forma permanente.  
De acuerdo al artículo 48 de la Constitución ecuatoriana el Estado debe adoptar medidas a favor de las personas con discapacidad que aseguren la inclusión social, mediante planes y programas especializados principalmente para la atención integral de las personas con discapacidad severa y profunda. Esto con el propósito de propender a su desarrollo,  el fomento de su autonomía y la disminución de la dependencia. También se promueve  el incentivo y apoyo para proyectos productivos a favor de los familiares de las personas con discapacidad severa, entre otros. Adicionalmente, el artículo 49 establece, entre otras cosas, que las personas y las familias que cuiden a personas con discapacidad que requieran atención permanente serán cubiertas por la Seguridad Social y recibirán capacitación periódica para mejorar la calidad de la atención.


En este contexto, la Ley Orgánica de Discapacidades establece en su artículo 5, los sujetos que se encuentran amparados por esta Ley, entre otros, menciona a las personas a cargo del cuidado de personas con discapacidad como son: parientes hasta cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, cónyuge, pareja en unión de hecho, representante legal o las personas que tengan bajo su responsabilidad y/o cuidado a una persona con discapacidad; así, como a las personas jurídicas públicas, semipúblicas y privadas sin fines de lucro, dedicadas a la atención y cuidado de personas con discapacidad, debidamente acreditadas por la autoridad competente. 

En esta misma línea, el Decreto Ejecutivo 422 (2012) mediante el cual se crea el Bono Joaquín Gallegos Lara, en su artículo 1, determina que es a favor de las personas con discapacidad severa y profunda en situación crítica que no pueden gobernarse por sí mismos o con enfermedades catastróficas, raras y en situación de criticidad socioeconómica. Adicionalmente, reitera lo expuesto, esto es, que el bono se entregará  al familiar responsable del cuidado de la persona enferma o con discapacidad, a nombre del titular del derecho, y precisa que se entenderá como familiar cuidador al cónyuge, o los parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 
Acerca de los servicios de cuidado, la ANII 2017-2021 plantea las siguientes líneas de acción: 

· Generar un sistema de información que permita contar con indicadores permanentes de las necesidades de cuidado de las personas adultas mayores.

· Implementar modalidades alternativas a la institucionalización para el cuidado de las personas adultas mayores que promuevan la corresponsabilidad de la familia, atiendan a las necesidades específicas de autonomía de la población objetivo y generen condiciones para el autocuidado.

· Diseñar e implementar un programa de formación permanente y resiliencia para cuidadoras y cuidadores especializados en la atención a personas adultas mayores. 

· Promover la implementación de servicios integrales de cuidado que incluyan fortalecimiento nutricional y acompañamiento para alimentación de las personas adultas mayores (ANII, 2017, pp. 176-178).
En este sentido, la ANID 2017-2021 reconoce que si bien las personas responsables del cuidado de personas con discapacidad son capacitadas de manera permanente para brindar un cuidado adecuado, enfrentan constantes dificultades para acceder a la seguridad social, debido a la falta de un sistema de aseguramiento especial para personas cuidadoras. Otra demanda recurrente por las familias a cargo del cuidado fue la necesaria ampliación de la cobertura de servicios de protección social y el incremento de las transferencias económicas (ANID, 2017, p. 37).
De ahí que la ANID en el Eje 2: Protección Integral y Seguridad Social, se plantee los siguientes objetivos específicos: 

1. Fortalecer la cartera de programas y servicios de protección social para personas con discapacidad y sus familias 

2. Facilitar el acceso a la seguridad social de las personas con discapacidad y sus cuidadores (ANID, 2017, p. 64).
En este marco, las principales estrategias propuestas por la ANID en este tema se resumen en ampliar la cobertura de servicios, incrementar la cobertura de transferencias (bonos) y generar un modelo de aseguramiento para las personas con discapacidad y sus cuidadores. 
En este sentido, es necesario armonizar las políticas públicas a favor de las personas adultas mayores y con discapacidad en correspondencia con los derechos establecidos a nivel constitucional, particularmente en la responsabilidad del cuidado para quienes no puedan ser atendidos o atendidas por sus familiares. Además, es necesario que la línea de acción propuesta por la ANII referente a implementar modalidades alternativas a la institucionalización para el cuidado de las personas adultas mayores, visibilice la línea de trabajo para las personas adultas mayores con discapacidad, y en este sentido trabaje coordinadamente con CONADIS y el resto de consejos, para determinar cómo estas modalidades influyen en la autonomía de las personas adultas mayores con discapacidad y sus familias. En este último punto es fundamental el seguimiento y evaluación oportuna de las políticas públicas implementadas por los Consejos y el rol activo de las instituciones responsables de cada política. 
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